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León, Guanajuato, a 29 veintinueve de abril del año2008 dos mil ocho. . .  . . 

V I S T O  para resolver el expediente número 197/2006-RI, que contiene las actuaciones del recurso de inconformidad interpuesto por el ciudadano DAVID VIVEROS VÁZQUEZ, quien se ostenta como representante de la persona moral “CINEMAS DE LA REPÚBLICA, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE, en contra de la Directora de Ingresos y de la Ministro Ejecutor Bertha Alicia Fuentes Anguiano, ambos de León, Guanajuato; y, por ser el momento procesal oportuno se resuelve conforme a los siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.-  Que  por  cuestiones  de  ORDEN  PUBLICO,  previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis  de  las   causales   de   improcedencia   previstas   en   el   artículo  49  del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . .  . . . . . . 

Las autoridades demandadas aducen que se configura la casual de improcedencia, al no afectarse el interés jurídico de la recurrente, en virtud de que sus agravios uno y dos los trata de sustentar  presentando una copia certificada de la factura 0014 como documental privada, pues de la misma se desprende “Concepto paquete de treinta cajas carteleras de triplay de pino de 31X110X175/175CMS, para Cinepolis León”. .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, resulta FUNDADA, la causal de improcedencia prevista en la fracción V del artículo 49 del invocado Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, a pesar de que la autoridad no menciona el precepto legal que contempla el supuesto de improcedencia argüido, de un análisis de la argumentación vertida se desprende que aduce la causal de improcedencia prevista en la fracción V del citado artículo 49. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . .  

Por su parte, el artículo 206, Párrafo Segundo, de la Ley Orgánica  Municipal para el Estado de Guanajuato, prevé el recurso de inconformidad en contra de los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del  Ayuntamiento, cuando afecten el interés jurídico de los particulares, precepto que establece: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206.-  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Los actos y resoluciones dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal, podrán ser impugnados mediante el recurso de inconformidad cuando afecten intereses jurídicos de los particulares. 

 . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ”

En tanto que, en este sentido el artículo 28, Fracción I, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, señala: . . . . . . .  . . . . . . . . . 

“Artículo 28.- El recurso de inconformidad que se promueva ante los Jueces Administrativos Municipales, procederá en contra de: . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
I.- Actos y resoluciones jurídico administrativos que el Presidente Municipal, Titulares de las Dependencias centralizadas y entidades de la administración pública municipal dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares; 

II.-, III.- y IV.- . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .”
Conforme a los citados preceptos legales, para la procedencia del recurso de inconformidad, son requisitos sine qua non que el recurrente cuente con interés jurídico y que acredite la afectación causada a su esfera de derechos por el acto o resolución combatida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es el caso que, la persona moral recurrente comparece a promover este recurso como tercero extraño, ostentando ser el propietario de los bienes muebles embargadas por la Ministro Ejecutor señalada como autoridad demandada; de este modo, con arreglo a lo estipulado en el mencionado numeral para la procedencia del recurso, debe acreditar la propiedad de los bienes muebles embargados y en consecuencia demostrar la afectación de su interés jurídico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, en la especie, la persona moral recurrente omitió presentar medios de prueba idóneos para acreditar los hechos o las circunstancias que sostiene afectan el derecho que invoca como violado en su perjuicio, esto es, que perjudican su interés jurídico. Lo anterior es así, en virtud de que, de un minucioso análisis al  Mandamiento de Ejecución de fecha veintisiete de febrero del año dos mil seis, se advierte que la Directora de Ingresos ordenó practicar la diligencia de embargo en bienes propiedad de “Cinepolis Boulevard”, con domicilio en Boulevard Adolfo López Mateos número 1709 de la colonia Estrella de esta ciudad; mientras que, de la Diligencia practicada con fecha cinco de septiembre del año dos mil seis, se desprende que se embargaron cuatro carteleras de aluminio con cristal al frente, con medidas de 1.05 centímetro de altura por 75.00 centímetros de ancho, las que se encontraban colocadas en la entrada de las salas del inmueble ubicado en el citado domicilio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, es el caso que la persona moral recurrente, a fin de acreditar que son de su propiedad las carteleras embargadas a “Cinepolis Boulevard”, ofreció como prueba, una copia certificada por fedatario público de la factura número 0014 de fecha veintiséis de julio del año de mil novecientos noventa y nueve; empero, dicha prueba documental no merece valor probatorio para demostrar la propiedad de los bienes embargados, ya que por un lado fue objetada por la autoridad demandada en cuanto a su contenido y alcance probatorio, por consecuencia, basta con esta objeción para que esta probanza pierda su valor probatorio pleno, pues si bien es cierto que, el suscriptor en dicho factura anota que le vendió a la persona moral “Cinemas de la República”, Sociedad Anónima de Capital Variable, un paquete de treinta cajas de carteleras, luego lo asentado prueba esta compra; pero también es verdad, que dicha documental por si sola no prueba, que las carteleras embargadas son propiedad de la parte recurrente. . . . . . 
En este orden de idas, la factura antes descrita por sí sola, no demuestra que las carteleras embargadas sean propiedad de la persona moral recurrente, en razón de que en este documento se estipula la compra de un “paquete de 30 cajas de carteleras de tripay de pino de 31X110X175 centímetros, para “Cinepolis León”, por la cantidad de $22,410.00 (veintidós mil cuatrocientos diez pesos 00/100 moneda nacional), en tanto que, de la diligencia de embargo a debate, se advierte que se embargaron cuatro carteleras de aluminio con cristal al frente, con medidas de 1.05 centímetro de altura por 75.00 centímetros de ancho; por tanto, no coinciden las características de los bienes detallados en la referida factura y los descritos en la diligencia de embargo, ya que en el primer documento se habla de carteleras de triplay de pino y en el segundo documento describen carteleras de aluminio, en ambos casos se dan medidas diferentes, en consecuencia, en la especie no se pueden identificar las carteleras embargadas con las descritas en la multireferida factura. De ahí que, esta documental no es suficiente para demostrada que los bienes embargados a “Cinepolis Boulevard”, sean propiedad de la persona moral recurrente, además en esta causa administrativa no obra alguna otra constancia que demuestre lo sostenido por la parte recurrente. Siendo lo anterior así, es evidente que la persona moral “Cinemas de la República”, Sociedad Anónima de Capital Variable, como tercer extraño, no acredita la afectación a su interés jurídico y se configura la hipótesis jurídica contemplada en la fracción V del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, en relación con la fracción I del artículo 57 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, aplicada de manera supletoria al referido Reglamento de Justicia Administrativa, por tanto, es procedente sobreseer el presente recurso de inconformidad, en términos de la fracción I del artículo 50 del citado Reglamento, en relación con el artículo de la invocada Ley. . . . . . . . . . . . . . . 
Respecto al interés jurídico en el recurso de inconformidad, resultan ilustrativos los criterios sostenidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo los rubros siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“INTERÉS JURÍDICO, AFECTACIÓN DEL. DEBE PROBARSE FEHACIENTEMENTE.  Es obligación del promovente del amparo acreditar plenamente que el acto que reclama afecta su interés jurídico, pues éste no debe inferirse ni tenerse por cierto a base de presunciones, ya que ningún precepto de la Ley de Amparo establece que la sola presentación de la demanda de garantías y la relación de hechos afirmados en ella, traiga aparejada esa presunción.” Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Novena Época, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: VI, Julio de 1997,  Tesis: III.1o.A.25 K, Página: 401. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERES JURIDICO RELATIVO A LA PROPIEDAD DE BIENES MUEBLES, COMPROBACION DEL.  Para demostrar la afectación del interés jurídico en el amparo, se requiere que de la demanda de garantías, informes justificados y pruebas aportadas en el sumario, se acredite la existencia conjunta de varios elementos, a saber: a). Una persona determinada (principio de instancia de parte); b). Un derecho legítimo de ésta; c). La precisión indudable de ese derecho (legitimación); d). Un acto de autoridad (principio de procedencia del juicio de amparo); y, e). La afectación del citado derecho, a través de dicho acto autoritario (principio de agravio personal y directo). Así, si en el caso se reclaman violaciones al derecho de propiedad de bienes muebles, evidentemente el referido interés jurídico debe demostrarse de manera fehaciente. Si tales muebles son identificables con datos inequívocos, bastará la exhibición de la factura o documento que se le equipare, y algún otro medio que robustezca ésta, de los cuales se desprenda que el quejoso, además de la propiedad, tenga la posesión actual de los bienes. En cambio, si no son identificables, entonces, además de los elementos de convicción precisados con antelación deberán aportarse al sumario las pruebas tendientes a demostrar la identidad de los bienes que afirma la parte quejosa le pertenecen, con los que fueron objeto de los actos reclamados, y que esos bienes eran los únicos con las características indicadas por la quejosa, existentes en el lugar y fecha de la ejecución del acto reclamado. Octava Época. Instancia: TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO CUARTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: XIII, Mayo de 1994. Página:  465”. . . . 

Por lo anteriormente expuesto y además con fundamento en los artículos 206 y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 41 segundo párrafo de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y 1º, 2º fracción III, 3º, 4º, 15 fracción I, 46, 47, 49 fracción V y 50 fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE RECURSO DE INCONFORMIDAD, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el segundo considerando de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto y a las autoridades demandadas por oficio. . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . .  . . . 
LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DE FECHA  29 VEINTINUEVE DE ABRIL DEL AÑO 2008 DOS MIL OCHO, EMITIDA EN EL EXPEDIENTE NÚMERO 197/2006-RI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
